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 Vivimos una transición a la administración pública digital. La transformación digital hacia una administración pública sin papel es un largo camino hasta la plena gestión de documentos de archivo electrónicos. El conocimiento y dominio de la gestión del documento de archivo electrónico serán las herramientas que nos permitirán alcanzar nuestra meta.

Para esto, hay que tener claro que la administración electrónica no es la mera digitalización o la puesta en escena de complejas tecnologías, sino un cambio radical en la manera de trabajar con respecto a la herencia del mundo analógico. Nada es igual, aunque todavía nos dejamos llevar con frecuencia por el mimetismo del papel digitalizado. La transformación digital es un cambio cultural derivado de la administración electrónica.

En este marco cobra todo su valor la Ley General de Archivos (LGA), que supone, desde su publicación en 2018, un gran paso en lo que implica afrontar a fondo el reto para contar con archivos organizados y actualizados en el país. El papel del Archivo General de la Nación (AGN) para instrumentar lo dispuesto en la LGA es indiscutible. En la institución recae la presidencia del Consejo Nacional de Archivos junto con la gran responsabilidad de conducir a buen puerto sus tareas.

Una de sus tareas es conducir a México hacia una transformación digital, la cual deberá responder a dos vertientes: la producción, conservación y disposición final de los archivos administrativos, tanto en ambiente físico como en ambiente digital, y la preservación de aquellos archivos que por sus valores serán conservados en el largo plazo. En la primera nos encontramos que las disposiciones secundarias han sido útiles, sin embargo, éstas requieren ser actualizadas a través del Consejo Nacional de Archivos. La otra vertiente está orientada a los procesos específicos para archivos digitales con valor histórico, así como a acervos físicos con valor histórico que aún no han sido digitalizados, los cuales merecen también la atención del Consejo Nacional de Archivos.

La Ley General de Archivos es el marco de referencia para conducir la gestión documental, tanto en ambiente físico como en el ambiente digital, ayudándonos a transitar de un ambiente a otro, para avanzar en un camino que ya recorre una parte de la sociedad. Ese camino es primordial para lograr una clara mejoría en la competitividad del país a nivel global, y debe ser recorrido también por las administraciones públicas. Sin duda, la gestión del documento de archivo electrónico está en el centro del escenario, porque sin su óptima gestión, los retos de la transformación digital no serán alcanzados.

Los documentos son símbolo de vida. No hay nada más habitual en la gestión pública que la cotidiana actividad de producir, acumular y consultar documentos. Permiten conocer la actividad humana y acreditar derechos frente a terceros, sean éstos gobernantes o gobernados. La información de los archivos juega un papel de primer orden para mejorar la eficacia y eficiencia del servicio público. Pasado el tiempo, esos mismos documentos simbolizan la memoria colectiva y reflejan la diversidad y la cultura de ese colectivo.

El documento de archivo electrónico hereda esas mismas funciones y gran protagonismo de manera reforzadas. Su gestión exige una mayor diversidad de conocimientos. Vemos archivistas, informáticos, gestores y juristas que abordan el documento de archivo electrónico en todos sus aspectos y desde todos los ángulos disciplinarios.

Es interesante también la mirada del libro hacia el futuro, sobre la base del rápido y cambiante avance de las tecnologías. El texto editado nos recuerda la importancia de los datos como factor complementario a los documentos y nos ayuda en las decisiones de gestión sobre esos documentos. El libro se detiene frente a la inteligencia artificial y su relación con los documentos, en busca de la máxima explotación de los datos. Sin duda en los próximos años vamos a ser partícipes de una progresiva explosión de esas nuevas tecnologías, que hoy vemos asomarse en esta publicación. Un futuro apasionante que estas páginas nos ayudan a prever, comprender e incluso protagonizar.

Conviene tener presente, que el documento de archivo mira siempre al ciudadano. El compromiso de la gestión de los archivos, y muy especialmente del Archivo General de la Nación (AGN) debe ser ejemplo de apertura, para que haya mayor democracia y libertad en todos los sentidos. El acceso a la información nos hace libres y ciudadanos más responsables. El acceso requiere, sin duda, de una organización que facilite la consulta.

En ese sentido, el documento de archivo electrónico y las tecnologías emergentes dependen de la descripción de los documentos de archivos históricos. Los archivos, aun cuando estén al alcance de la mano de todos los usuarios interesados, si no están organizados o no cuentan con una descripción profesional poco o nada pueden aportar. Cuando los ciudadanos piden documentos, sólo se les puede proporcionar si previamente están correctamente descritos. Es algo que sabemos muy bien en el Archivo General de la Nación, donde a lo largo del último año se ha llevado a cabo con constancia y profesionalismo una callada y eficaz labor de diagnóstico, organización y descripción de los documentos que custodia.

En este momento, tenemos claro que más del sesenta por ciento del acervo que obra en resguardo en el Archivo General de la Nación está sin describir. Ésta es nuestra principal tarea, ya que muchos de los fondos documentales están organizados de acuerdo con las exigencias de un momento histórico determinado. Los fondos reciben nombres de acuerdo con la temática que abordan, pero no poseen las descripciones necesarias para dar el gran paso a la administración digital de la que hemos venido hablando.

En el AGN nos estamos preparando para transitar a la transformación digital. Hemos asumido el reto de desarrollar una verdadera ingeniería para mejorar la metodología archivística y la atención al usuario.

Sin duda el mundo de los archivos se va a modificar en los próximos años. La transformación será tanto en la gestión del documento de archivo electrónico, que ya se produce día a día, como en la gestión, descripción y digitalización de los acervos históricos físicos para su divulgación y acceso. En el marco de un nuevo paradigma que cambiará la manera de trabajar y de relacionarse con los ciudadanos. En ese inmenso desafío, las cuestiones profesionales que aborda esta publicación, desde su óptica multidisciplinaria, se convierten en un magnífico compañero de viaje rumbo al cambio.
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Introducción

 El día en que los documentos hablen entre ellos

Gerardo BUSTOS PRETEL

Subdirector general de Información, Documentación y Publicaciones

del Ministerio de Hacienda (España)



 1.  ¿A dónde vamos?

Viajemos por un momento al futuro que queremos construir. Estamos en 2050. Tengo 94 años y mi mujer y yo vivimos en un pequeño apartamento, con un robot asistente que nos ayuda en el aseo, lectura, comida, limpieza, cuidados, paseos, deporte, etc. Lo mejor de todo es que nuestra vida está liberada del laberinto burocrático con el que nos marean en 2020 las administraciones públicas en cualquier gestión. Tres décadas después nos examinan periódicamente mediante teleconsulta y con ayuda de la inteligencia artificial. Su aplicación es inmediata y, mejor aún, activa; sin mediar previa solicitud por mi parte.

Esa dinámica impera en todos los terrenos de las relaciones con las administraciones públicas. El más paradigmático se produce cuando nace un niño en el hospital. En ese momento se genera el teleregistro, que se con vierte en el punto de partida de una serie de actuaciones administrativas: registro, identidad civil, identidad sanitaria, cheque bebé, guardería, atención médica infantil, conexión pediátrica permanente, asistente robot, etc. Otro caso típico es el de las ayudas al estudio. No es necesario solicitar beca, porque el algoritmo conoce los ingresos del hogar, el lugar de residencia, el expediente académico del alumno y sus aspiraciones formativas. Si tiene derecho a alguna ayuda, le vendrá concedida sin necesidad de solicitarla ni de aporte documental.

No hay ningún misterio en que esto sea así: la administración tiene todos nuestros datos, la inteligencia artificial hace maravillas y la voluntad política del gobernante ha aprendido a servir a un ciudadano que expresa permanentemente su grado de satisfacción. Y es una administración pública proactiva, cuyo principal objetivo es el servicio público y el ciudadano. Vamos, en fin, a que las administraciones interactúen entre sí y los documentos de archivo electrónico se entiendan y relacionen entre sí; vamos a que las administraciones y los documentos nos dejen en paz.

¿Cree el lector que esto es un sueño? Quizá, pero en todo caso sería un sueño con todos los ingredientes necesarios para convertirse en realidad. Y lo estamos construyendo ahora, en buena medida con la gestión del documento de archivo electrónico como eje y con el perfecto maridaje entre el documento y el dato, y la gestión racional de ambos.

2.  ¿Dónde estamos?

Estamos mucho más cerca de 2050 de lo que creemos, y todo hace pensar que los confinamientos de la pandemia del coronavirus han impulsado el proceso porque elementos como las TIC y el teletrabajo se han consagrado en 2020 como las únicas herramientas capaces de impedir la paralización de los Estados.

Un ejemplo hacia dónde vamos lo tenemos en España con la gestión anual del impuesto sobre la renta de las personas físicas. En unos años hemos pasado de tener que recopilar un sinfín de justificantes y documentos y entregarlos físicamente en las oficinas tributarias, a lo que ocurre actualmente: La Hacienda Pública tiene toda la información, gracias a un eficaz intercambio de datos con otras administraciones públicas y entidades privadas. El ciudadano en la mayoría de los casos lo único que hace es mostrar su conformidad con el borrador que le presenta la administración pública, sin mover un dedo.

¿Cuánto tiempo, esfuerzo y disgustos nos hemos ahorrado con este nuevo planteamiento de un trámite administrativo? Es decir, nos encontramos con un síntoma del futuro, con un trámite que evidencia que la gran transformación digital es posible. Las tecnologías actuales avanzan a ritmo vertiginoso, asombrando a una humanidad que durante varios milenios se recreó en el invento de la rueda. Todo depende básicamente de que hagamos bien las cosas ahora. En los próximos años la óptima gestión de los documentos de archivo electrónicos nos llevará hasta la administración sin papeles, asistiremos a un redibujo burocrático, un creciente uso de la inteligencia artificial. En definitiva, un ciudadano liberado de una buena parte de los trámites, gestiones y enredos burocráticos que hoy padecemos

Estamos viviendo un momento histórico y el documento de archivo electrónico está en el centro, como eje de una gran transformación que viene de la mano de la tecnología, pero que no es la tecnología. El gran cambio nos lo va a proporcionar la gestión del documento electrónico, capaz de convertir la densa malla burocrática en un finísimo hilo imperceptible e inocuo, pero tremendamente eficaz y proactivo en el servicio al ciudadano.

3.  La burocracia, la productividad y la felicidad ciudadana

No hay que perder de vista que el gran objetivo de toda esta transformación no es otro que mejorar nuestras vidas. Si echamos la vista atrás, si pensamos en nuestro funcionamiento diario hoy en día, podemos darnos cuenta de las miles de horas perdidas en el ejercicio burocrático administrativo y las miles de horas perdidas por quienes tienen que cumplir esos requisitos burocráticos. Al final todo esto es un perjuicio para el ciudadano en su vida normal y un alto coste en pérdida de productividad en el proceso de creación de riqueza.

En realidad, una buena parte del entramado burocrático obedece en estos momentos más a las resistencias culturales que a un proceso garantista. No hay más que organizar la administración sacando el máximo provecho a los recursos tecnológicos actuales. Empezando por la posibilidad de que las administraciones públicas interactúen entre ellas, evitándonos el absurdo engorro de pasar una buena parte de nuestras vidas trasladando documentos administrativos de unas oficinas a otras.

Hace años que Europa ya le puso nombre al conocido como principio de «una sola vez» («once-only» en inglés). De acuerdo con la Declaración Ministerial de Malmö sobre la administración en línea de 2009, los Estados Miembros de la UE tienen que utilizar el «egovernment» para reducir la carga administrativa, objetivo que debe lograrse en buena parte mediante el rediseño de los procesos administrativos para hacerlos más eficientes. El logro de esta meta se puede facilitar mediante la aplicación del principio de una sola vez. Un principio que tiene por objeto eliminar la carga administrativa innecesaria que se produce cuando los usuarios deben suministrar la misma información más de una vez a las administraciones públicas.

Si nos fijamos, hemos dedicado (y seguimos haciéndolo) muchísimo tiempo de nuestras vidas a buscar, recopilar y trasladar documentos producidos por unas administraciones, para entregarlo a otras. Incluso en estos momentos los primeros pasos de generalización de administración electrónico consisten con frecuencia en un absurdo mimetismo del funcionamiento analógico. Hay casos en los que el envío por sistemas electrónicos de un documento electrónico llega a una central, desde la que se distribuye a las distintas «dependencias» del organismo en las siguientes 24 o 48 horas. No han entendido que el documento electrónico no debe llegar a ninguna central, sino a la dependencia en cuestión. Y si pasa por registro, debe ser sólo eso: pasar, dejar evidencia, y seguir su camino. A veces el absurdo llega al extremo de mimetizar incluso el tiempo de la distancia, a pesar de que electrónicamente no hay distancias.

Aligerar el sobrepeso burocrático consiste en reducir trámites, sustituir cuando sea oportuno documentos por datos, reorganizar procesos de forma racional. Y liberar al ciudadano de trabajar para las administraciones públicas mediante búsqueda y recopilación de documentos. Hay que lograr que sean las administraciones públicas las que busquen e intercambien datos y documentos; es decir, que trabajen las administraciones públicas para el ciudadano, y no al revés.

4.  El dato hace un viaje de ida y vuelta

Realmente siempre hemos querido transmitir datos (información) y cuando hablamos de conservación queremos conservar lo que dicen los datos. Para lograrlo inventamos el documento, soporte duradero y vehículo de transmisión garantista. Tan bueno fue el invento, que ha generado una poderosa dependencia. Cuando la transmisión pasa de oral a escrita, no hay otra manera de hacerlo que usando el documento como verdadero vehículo de esa transmisión. Realmente el átomo de todo este proceso es el dato, no el documento.

El poder cautivador del documento ha sido tal, que para gestionar un documento (vehículo de datos) usamos unos datos (metadatos) que nos ayuden a estructurarlo. La mente humana está tan atrapada por sus cadenas culturales, que rápidamente nos hemos buscado recursos para que todo siga igual pareciendo radicalmente distinto. Es el caso del pdf, absolutamente analógico, porque no es más que un disfraz electrónico del papel. El pdf nos ha mantenido en la zona de confort del funcionamiento analógico y burocrático, cambiando motoristas y ordenanzas por interoperabilidad documental (no de datos).

A medida que avance la racionalización de procedimientos, la reingeniería de procesos y la reducción burocrática, el dato impondrá su predominio. Terminará así el viaje del dato al documento, que ha durado siglos, y volverá el dato por sus fueros. Como si recuperáramos la transmisión oral, pero sustituyendo la palabra oral por la interoperabilidad.

La pregunta es, ¿necesitamos en el mundo electrónico el documento para gestionar los datos? Es evidente que no, pero nos hemos agarrado al pdf con la ansiedad del pánico.

5.  La blockchain y otros futuribles por venir

La realidad camina ya un paso más allá de todo eso. Estamos pasando del documento en plano, sin más información que la plasmada en ese papel, a la administración electrónica, donde los metadatos dotan al documento electrónico de información diferenciada contextualizando ese contenido. Ahí estancados, vemos como asoma ahora en el horizonte con la tecnología blockchain el documento inteligente, con instrucciones autoejecutables y condicionadas entre sí.

Mediante tecnología blockchain empiezan a verse cada vez más contratos conocidos como «smart contracts», o contratos inteligentes, denominados así porque incluyen una serie de instrucciones condicionadas, de manera que cuando se cumple una se pone en marcha la siguiente de forma automática. Pero en realidad ese carácter autoejecutable de las instrucciones del contrato hay que verlo como una aplicación más del documento inteligente que nos trae la tecnología blockchain. Es decir, los documentos de la era blockchain son altamente disruptivos, contienen instrucciones autoejecutables que van a revolucionar nuestra vida con aplicaciones avanzadas, reduciendo drásticamente la burocracia y haciendo innecesaria la presencia de terceros (bancos, notarios, funcionarios, registros, etc.) en numerosos procesos de la vida diaria. Es fácil ver la proyección de estas posibilidades sobre aplicaciones concretas en el terreno de los seguros, del tipo de la gestión y conservación garantizada en el entorno de los registros: títulos de propiedad, patentes, propiedad intelectual, etc. o en otros campos, como las inspecciones administrativas. Imaginemos, por ejemplo, que un coche no se pondría en marcha si tiene pendiente la inspección técnica TV, multas, pagos, etc.

Naturalmente, aún no se puede saber el papel real que la tecnología blockchain va a jugar en nuestras vidas a la vuelta de una o dos décadas, pero sí nos permite extraer una clara conclusión: la tecnología avanza muy rápidamente y tenemos que estar abiertos al máximo uso de esos avances. Y nos permite también extraer la lección de cómo la tecnología avanza en el terreno de la automatización, ahorrando al máximo la actividad propiamente humana. El documento inteligente se ha subido a ese carro.

Sea como sea, es necesario ser flexibles y permanecer muy abiertos a las nuevas tecnologías que están por venir.

6.  La obra y sus autores

Con ese ánimo exploratorio hemos encarado esta obra que tiene el lector en sus manos, emparentado con las dos ediciones realizadas en España (2018 y 2020) de «La gestión del documento electrónico». Lo primero que se advierte es el elevado número de participantes: 26 en total, autores de 31 artículos, un anexo, un prólogo y una introducción. Entre los autores, mexicanos y españoles, hay juristas, archivistas, gestores, informáticos. La mayor parte son sobradamente conocidos, pero también los hay altamente especializados para quienes estas páginas han permitido poner sus conocimientos y experiencias al alcance público. Todos tienen una clara experiencia en los temas y principales cuestiones que rodean al mundo del documento de archivo electrónico desde diferentes situaciones profesionales.

Si algunos términos pueden unir a este magnífico grupo de autores como colectivo, ésos son los de especialización, conocimientos, experiencia y diversidad. Eso permite abordar cuestiones limítrofes entre sí desde diferentes ópticas profesionales, desde distintas formaciones, con bagajes de conocimientos multidisciplinares. El libro está diseñado como una carrera de relevos, donde los textos se van dando paso uno a otro desde áreas comunes.

Está estructurado en siete partes. La primera, dedicada al marco normativo y administrativo. La segunda, a los aspectos fundamentales de la gestión del documento. La tercera, a los procesos que vive el documento de archivo electrónico. La cuarta, a las herramientas que nos ayudan a gestionar y usar el documento de archivo electrónico. La quinta, a los colaterales del documento, para no dejar en el tintero aspectos cercanos que van a ser imprescindibles en la administración electrónica, como los correos o los soportes. La sexta y última, la organización del documento en el mundo, una reflexión sobre los modelos. Por último, acentuado el carácter de manual útil del libro, un anexo con idea de herramienta útil, con preguntas frecuentes y sus respuestas.

Aunque no faltan las reflexiones y las inmersiones jurídicas y académicas, en general predomina una vocación práctica a modo de manual. Desde el principio el objetivo ha sido elaborar un libro de cabecera sobre el documento de archivo electrónico. En las próximas décadas el documento de archivo electrónico va a estar en el centro de nuestros quehaceres administrativos, y esta publicación quiere ayudarnos a gestionar el documento de archivo electrónico hoy y a conocer como viene en el futuro.

Por encima de eso, todos los autores han sabido ponerse en el plano de un usuario profesionalmente dispar y ayudarle a buscar respuesta a las numerosas cuestiones que nos hacemos en el día a día sobre el documento electrónico. Al final, la respuesta la vamos construyendo entre todos y el libro quiere ser una herramienta de cabecera para colaborar en el logro de ese objetivo común.

Se han abordado prácticamente todos los aspectos del documento de archivo electrónico, e incluso los que le rodean y los que se vislumbran en el horizonte. Es una guía que se plantea seleccionar todos los aspectos del documento dispersos en la normativa, comentarlos y desgranar su aplicación práctica con criterios orientativos. Este tratamiento da una visión de conjunto del documento en sus diferentes aspectos, abordado además desde diferentes ópticas: archivística, documental, jurídica, tecnológica, funcional, etc.

Hay que tener en cuenta, por otra parte, que entrar en el documento de archivo electrónico supone ir al mismo corazón de la administración electrónica, porque sin documento electrónico no hay administración electrónica. Implica, además, abrir en canal el salto cualitativo que supone dejar atrás la mera gestión electrónica de documentos (generalmente en papel) a la gestión de documentos de archivo electrónicos (exclusivamente electrónicos).

No hay en el mercado ninguna obra de estas características que aborde el documento de archivo electrónico como eje de la administración electrónica. Naturalmente, hay obras que abordan la administración electrónica, y consideran el documento de archivo electrónico como uno de sus aspectos. Pero en esta obra el documento electrónico es el gran protagonista, el eje que marca los pasos de la nueva administración sin papeles y la puerta abierta hacia la transformación digital.

También se han tenido en cuenta tecnologías emparentadas con la administración electrónica y que van a marcar igualmente nuestro futuro inmediato y no tan cercano: la inteligencia artificial y la automatización de la gestión documental, los datos y la gestión documental datificada y, en fin, la tecnología blockchain y el documento inteligente.
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Capítulo 1 Valoración de la Ley General de Archivos de México, principales aspectos

Patricia RÍOS GARCÍA
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 Los archivos gubernamentales, forman parte del insumo básico para el logro del cumplimiento del derecho de acceso a la información, la transparencia, la rendición de cuentas y el gobierno abierto; gracias a ellos, se puede eficientar la administración pública, mejorar la calidad de vida de las personas, preservar la memoria nacional, pero sobre todo se puede aminorar la corrupción.

En México, se logra consolidar la creación de la Ley General de Archivos, mediante el decreto que reforma diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de transparencia, publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 7 de febrero de 2014, mediante el cual, se faculta al Congreso de la Unión para expedir dicha Ley, publicada el 15 de junio de 2018 en el DOF y vigente a partir del 15 de junio de 2019.

Esta nueva Ley General de Archivos (LGA), constituye la base fundamental para completar el marco normativo que habrá de regir la rendición de cuentas en México; a la vez que forma parte de la base jurídica para la implementación de políticas públicas para la administración archivística a nivel nacional, contribuye con la transparencia, toma en cuenta la protección de los derechos humanos, la justicia social y la democracia.

La Ley reconoce el carácter estratégico de los archivos al definir como obligación la organización y administración homogénea de los archivos, como referente para hacer valer los principios y derechos de acceso a la información y protección de datos personales, el derecho a la verdad y a la memoria, con la finalidad de fortalecer un Estado democrático para la rendición de cuentas y garantizar los derechos fundamentales.

La Ley General de Archivos, se faculta para establecer la organización y administración homogénea de los archivos en los órdenes federal, estatal, municipal y de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México; y determinar las bases de organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Archivos (1) .

Por otra parte, la LGA de México, se centra en las acciones que debe realizar el sujeto obligado, así como la creación del Consejo Nacional de Archivos, la importancia del Sistema Nacional de Archivos y de los Sistemas Institucionales de Archivo, estructurada por 123 artículos y 17 transitorios, integrada por tres libros con sus respectivos capítulos, artículos y fracciones.

[image: ]Fuente: Elaboración propia. Véase Ley General de Archivos.

1.  Libro Primero «De la organización y administración homogénea de los archivos» (arts. 1 a 103)

Se encuentra integrado por cinco títulos.

TÍTULO PRIMERO. Disposiciones generales (artículos del 1 al 5)

En el artículo 1, la presente Ley es de orden público y de observancia general en todo el territorio nacional, y tiene por objeto establecer los principios y bases generales para la organización y conservación, administración y preservación homogénea de los archivos en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad de la federación, las entidades federativas y los municipios (2) .

Así como determinar las bases de organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Archivos y fomentar el resguardo, difusión y acceso público de archivos privados de relevancia histórica, social, cultural, científica y técnica de la Nación.

En su artículo 2 describe los objetivos de la Ley en diez fracciones, que especifican promover el uso de métodos y técnicas archivísticas; regular la organización y funcionamiento del sistema institucional de archivos; promover el uso y difusión de los archivos; promover el uso y aprovechamiento de tecnologías de la información; sentar las bases para el desarrollo y la implementación de un sistema integral de gestión de documentos electrónicos; mecanismos para la colaboración entre las autoridades en materia de archivos; promover la cultura de la calidad en los archivos; contribuir al ejercicio del derecho a la verdad y a la memoria; patrimonio documental de la Nación y la cultura archivística y el acceso a los archivos.

También en los artículos del 3 al 5 contempla la aplicación e interpretación de la ley, los sesenta conceptos y los cinco principios (3) .

TÍTULO SEGUNDO. De la gestión documental y administración de archivos (artículos del 6 al 48)

Hacen referencia a los capítulos: De los documentos públicos, de las obligaciones, de los procesos de entrega y recepción de archivos, del sistema institucional de archivos, de la planeación en materia archivística, del área coordinadora de archivos, de las áreas operativas, de los archivos históricos y sus documentos, y de los documentos de archivo electrónicos.

Estos artículos se centran en conocer cuáles son los documentos públicos, que todos los actos de los sujetos obligados deben estar documentados y registrados, que son considerados bienes nacionales y patrimonio documental.

En las obligaciones, cada sujeto obligado es responsable de organizar y conservar sus archivos y de la operación del sistema institucional para la administración de sus archivos y los procesos de gestión documental; menciona los instrumentos de control y consulta archivísticos; delega la responsabilidad del archivo institucional a la máxima autoridad de cada sujeto obligado y para apoyar los procesos de valoración documental, al grupo interdisciplinario.

En lo que respecta a los procesos de entrega y recepción de archivos, se deberá formalizar mediante el acta administrativa de entrega recepción para brindar seguridad jurídica y para proteger el patrimonio documental. En la parte de planeación archivística se contemplan los instrumentos de planeación, programación y evaluación a través de los programas anuales definiendo los recursos económicos, tecnológicos, de infraestructura, operativos, programas de organización y capacitación, así como sus indicadores.

Por otra parte; el Sistema Institucional de Archivos, como pieza clave para el Sistema Nacional de Archivos, implementa procesos de gestión documental, estructuras institucionales, elementos normativos y de organización documental en expedientes, series, secciones y fondo.

El Sistema Institucional de Archivos deberá estar integrado por: Un área coordinadora de archivos, y por las áreas operativas de correspondencia, archivo de trámite, por área o unidad; archivo de concentración, y archivo histórico, en su caso, sujeto a la capacidad presupuestal y técnica del sujeto obligado.

De igual manera, se describen las funciones y perfiles del área coordinadora y de las áreas de operativas como partes integrantes del Sistema Institucional de Archivos, se destaca que el área coordinadora debe quedar en la estructura administrativa en un rango directivo y con perfil definido para el desarrollo exclusivo de las funciones de archivo.

En el caso de los archivos electrónicos se deberá contemplar en la gestión documental electrónica: la incorporación, asignación de acceso, seguridad, almacenamiento, uso y trazabilidad en el sistema automatizado de gestión documental (SAGD) y en su caso en el sistema de preservación digital (SPD).

TÍTULO TERCERO. De la valoración y conservación de los archivos (artículos del 49 al 63)

En su primer capítulo, De la valoración; se refiere al grupo interdisciplinario, cómo se integra, cuáles son sus actividades, la responsabilidad del área coordinadora y de las áreas productoras para la elaboración del catálogo de disposición documental y las fichas técnicas de valoración documental, la obligación de publicar en su portal electrónico con vínculo al portal de transparencia, los dictámenes y actas de baja documental y transferencia secundaria y, la transferencia de los documentos con valor histórico. Alude la integración de un Grupo Interdisciplinario, en cada sujeto obligado, y marca sus funciones, para establecer los criterios de valoración y disposición documental con base en argumentos jurídicos, administrativos, contables, fiscales, históricos y sociales que permitan contar con fichas técnicas de valoración documental de las series que serán sustento para el catálogo de disposición documental; y con ello, poder realizar procesos controlados, sistematizados y fundamentados de las bajas documentales y/o de las transferencias secundarias para la conservación permanente de documentos históricos.

En el capítulo: De la conservación, se trata sobre la adopción de medidas y procedimientos que garanticen la conservación de la información, independientemente del soporte documental en que se encuentre, los requisitos para servicios de terceros y la nube, así como las medidas de interoperabilidad que permitan la gestión documental integral considerando el documento electrónico, el expediente, la digitalización, el copiado auténtico y conversión; la política de firma electrónica, la intermediación de datos, el modelo de datos y la conexión a la red de comunicaciones de los sujetos obligados. Se deberá contemplar la conservación física de los documentos de archivo a través de edificaciones exprofeso o el acondicionamiento de áreas para archivo, tomando en consideración infraestructura adecuada, prevención de agentes de deterioro biológico, físico y químico, así como mobiliario y equipo. En la conservación de documentos de archivo a través de medios tecnológicos se debe considerar el mantenimiento de documentos de archivo, a través de la integración de metadatos administrativos, descriptivos, de preservación digital, técnicos y de uso, en el SAGD y en el SPD que garanticen la preservación digital, la auditoría tecnológica, la seguridad de la información y el control de riesgos.

TÍTULO CUARTO. Del Sistema Nacional de Archivos (artículos del 64 al 83)

Se refiere a los capítulos: De la organización y funcionamiento, del Consejo Nacional de Archivos, de los Sistemas Locales de Archivo, de la coordinación con el Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y del Sistema Nacional Anticorrupción; de los archivos privados, del Registro Nacional de Archivos y de los fondos de apoyo económico para los archivos.

Regula al Sistema Nacional de Archivos y al Consejo Nacional de Archivos, en su integración, finalidad, funciones y atribuciones. Norma a los Sistemas Locales de Archivo y Consejos Locales, en cuanto a su naturaleza jurídica, estructura, funciones, conformación y atribuciones.

Otro aspecto de este título cuarto, es la coordinación de los tres sistemas: Sistema Nacional de Archivos, Sistema Nacional de Transparencia y el Sistema Nacional Anticorrupción para la capacitación y profesionalización con una visión integral, acuerdos interinstitucionales, promover acciones de protección del patrimonio documental, del derecho de acceso y la digitalización de archivos.

Respecto a los archivos privados considerados de interés público deberán garantizar su conservación, preservación y deberán inscribirlos en el Registro Nacional de Archivos. Dicho Registro Nacional tiene como objeto el obtener y concentrar información sobre los sistemas institucionales y de los archivos privados de interés público, para el control, seguimiento, actualización y accesibilidad del patrimonio documental de la Nación, mediante un código de referencia único a nivel nacional e internacional para facilitar el intercambio de información, los mecanismos de control, seguimiento y vinculación. De los fondos de apoyo económico para los archivos, cada entidad federativa podrá prever la creación de fondos económicos para el financiamiento del gasto público necesario para el cumplimiento de la LGA.

TÍTULO QUINTO. Del Patrimonio Documental de la Nación y de la Cultura Archivística (artículos del 84 al 103)

Se encuentra conformado por cuatro capítulos: Del Patrimonio documental de la Nación, de la protección del patrimonio documental de la Nación, del patrimonio documental de la Nación en posesión de particulares y de la capacitación y cultura archivística.

La LGA ubica a los documentos de archivo como patrimonio documental cuyo dominio pertenece a la Nación, quedando alineado con el artículo 27 Constitucional, el artículo 6, fracción XVIII de la Ley General de Bienes Nacionales (4)  y el artículo 36, fracción II de la Ley Federal de Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos (5)  y por lo tanto inalienable, imprescriptible, inembargable y no está sujeto a ningún gravamen o afectación de dominio; además queda sujeto a la jurisdicción de los poderes federales y se podrá emitir declaratoria de patrimonio documental de la Nación. En cuanto a su protección, hace referencia a las acciones de acceso, conservación del patrimonio, consulta de los documentos por los usuarios y a las sanciones por incumplimiento.

Para la salida del país de los documentos de interés público y aquellos que se consideren patrimonio documental de la Nación, será necesario contar con la autorización del Archivo General de la Nación; en caso de salida ilegal, la Secretaría de Relaciones Exteriores en coordinación con las autoridades competentes, será la encargada de gestionar la restitución. En cuanto al patrimonio documental en posesión de los particulares, éstos podrán custodiarlos y restaurarlos previa autorización y bajo supervisión del Archivo General de la Nación.

Respecto a la capacitación y la cultura archivística, los sujetos obligados deberán promover la capacitación en las competencias laborales en la materia y la profesionalización de los responsables de las áreas de archivo y podrán celebrar acuerdos y convenios interinstitucionales para recibir servicios de capacitación.

2.  Libro Segundo «Del Archivo General de la Nación» (arts. 104 a 115)

Se compone de dos títulos, el primero con cinco capítulos y el segundo con un capítulo único.

TÍTULO PRIMERO. De la organización del Archivo General de la Nación (artículos del 104 al 114)

Se refiere al órgano de gobierno, director general, órgano de vigilancia, y del consejo técnico y científico archivístico.

El Archivo General de la Nación se convierte en una entidad paraestatal no sectorizada, organismo rector de la archivística nacional, dirigente del Consejo Nacional de Archivos y del Sistema Nacional de Archivos. En su artículo 105, el Archivo General es la entidad especializada en materia de archivos, que tiene por objeto promover la organización y administración homogénea de archivos, preservar, incrementar y difundir el patrimonio documental de la Nación, con el fin de salvaguardar la memoria nacional de corto, mediano y largo plazo; así como contribuir a la transparencia y rendición de cuentas.

Estatuye las atribuciones del Archivo General de la Nación, los órganos con los que contará, sus atribuciones, cómo estarán integrados el órgano de gobierno, órgano de vigilancia y el consejo técnico y científico archivístico; los requisitos para nombrar al director general y sus facultades.

TÍTULO SEGUNDO. Del patrimonio del Archivo General de la Nación. Tiene un capítulo único, artículo 115, trata sobre cómo se integra el patrimonio del Archivo General de la Nación.

3.  Libro Tercero «De las infracciones administrativas y delitos en materia de archivos» (arts. 116 a 123)

Uno de los avances de esta Ley es que la autoridad competente podrá imponer medidas de apremio al presentarse un hecho en el que un servidor público, en el ejercicio de sus funciones, cargo o comisión, incumpla con las obligaciones previstas en la Ley. Las infracciones administrativas serán sancionadas ante la autoridad competente en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, según corresponda. Para los que no son servidores públicos, serán sancionados por las autoridades que resulten competentes de conformidad con las normas aplicables. En el caso de que sean delitos contra los archivos en alguna de las causas de sanción por incumplimiento de las obligaciones, será sancionado con pena de tres a diez años de prisión y multa de tres mil a cinco mil veces la unidad de medida y actualización a la persona que incurra en los supuestos que tipifica la ley como delitos, a través de los Tribunales Federales.

Finalmente, se describen 17 transitorios, el primero se refiere a la entrada en vigor de la Ley a partir de los 365 días de su publicación, es decir; a partir del 15 de junio de 2019, misma que abroga la anterior Ley Federal de Archivos publicada en el año 2012.

También otorga un plazo de un año, a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, para que las legislaturas de cada entidad federativa, realicen la armonización de sus ordenamientos relacionados con la presente Ley, en el caso de los municipios que no tengan condiciones presupuestarias ni técnicas y cuenten con una población menor a 70,000 habitantes, el Consejo Nacional emitirá lineamientos, mecanismos y criterios para la conservación y resguardo de sus documentos.

Menciona que se deberán llevar a cabo las gestiones necesarias para que se autorice conforme a las disposiciones aplicables, la estructura orgánica y ocupacional del Archivo General y que las erogaciones para la puesta en marca de la ley, se realizarán con los presupuestos aprobados en el ejercicio fiscal y los subsecuentes. También menciona que las entidades federativas deberán realizar las previsiones y adecuaciones presupuestales para dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en la Ley.

Respecto al Archivo General de la Nación, el órgano de gobierno tiene un plazo no mayor a un año para publicar el Estatuto Orgánico del Archivo General de la Nación, menciona que a partir del 1 de enero de 2019, se incluirá dentro de la relación de Entidades Paraestatales de la Administración Pública Paraestatal como no sectorizado. El Consejo Nacional deberá integrarse dentro de tres meses a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, y elaborar su reglamento en los seis meses subsecuentes. El Archivo General pondrá en operación la plataforma del Registro Nacional de Archivos, dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigor de la presente Ley. Las disposiciones reglamentarias derivadas de esta Ley deberán ser expedidas por el Ejecutivo Federal en un plazo no mayor a ciento ochenta días naturales, contados a partir de la entrada en vigor del presente Decreto.

Los Consejos Locales, deberán empezar a sesionar dentro de los seis meses posteriores a la adecuación de sus leyes locales y los sujetos obligados deberán implementar su sistema institucional, dentro de los seis meses posteriores a la entrada en vigor de la presente Ley.

Menciona que los documentos que se encuentren en los archivos de concentración y que antes de la entrada en vigor de la presente Ley no hayan sido organizados y valorados, se les deberá aplicar los procesos técnicos archivísticos descritos en la Ley, con el objetivo de identificar el contenido y carácter de la información y determinar su disposición documental, así como publicar los avances al final de cada año mediante instrumentos de consulta en el portal electrónico del sujeto obligado.

Los documentos transferidos a un archivo histórico o a los archivos generales, antes de la entrada en vigor de la Ley, permanecerán en dichos archivos y deberán ser identificados, ordenados, descritos y clasificados archivísticamente, con el objetivo de identificar el contenido y carácter de la información, así como para promover el uso y difusión favoreciendo la divulgación e investigación.

Aquellos sujetos obligados que cuenten con archivos históricos, deberán prever en el Programa anual, el establecimiento de acciones tendientes a identificar, ordenar, describir y clasificar archivísticamente, los documentos que les hayan sido transferidos antes de la entrada en vigor de la Ley.

Por último, en un plazo de un año, contado a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, los sujetos obligados deberán establecer programas de capacitación en materia de gestión documental y administración de archivos.

En resumen, La Ley General de Archivos, contempla los conceptos, principios, derechos, deberes y obligaciones para la organización, conservación, administración y preservación homogénea de los archivos; las bases de organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Archivos y el resguardo, difusión y acceso público de archivos privados de relevancia; el uso de métodos y técnicas archivísticas; la regulación de la organización y funcionamiento del Sistema Institucional de Archivos, el aprovechamiento de las tecnologías y la implementación de un sistema integral de gestión de documentos electrónicos.

Establece que la información generada por las instituciones públicas de México sea tratada y organizada de acuerdo al ciclo de vida de los documentos con criterios uniformes para lograr la homogeneidad de los archivos del país; que los documentos que producen los sujetos obligados deben ser públicos y accesibles y, los documentos históricos de consulta irrestricta, a esto se refiere la máxima apertura de esta Ley.

Tiene un enfoque en los derechos humanos, por lo cual los sujetos obligados deberán conservar y preservar los archivos relativos a violaciones graves de derechos humanos o delitos de lesa humanidad, así como respetar y garantizar el derecho de acceso a la información pública y protección de datos personales; esta información no podrá clasificarse como reservada.

En cuanto a la protección y preservación del patrimonio documental de la nación, los sujetos obligados deben desarrollar un programa anual de desarrollo archivístico bajo un enfoque de administración de riesgos, y considerar medidas para la estabilización y restauración de documentos, para lo cual el Archivo General de la Nación podrá coordinarse con sus equivalentes en las entidades federativas. También se consideran los procedimientos de control para la salida de documentos del patrimonio documental de la nación.

Uno de los aspectos que cobra importancia en esta ley es la difusión del acervo de los archivos históricos, considera que se deben implementar estrategias para acrecentar el interés de la población en el patrimonio documental y desarrollar programas de difusión para que la ciudadanía conozca los archivos históricos, valore su relevancia y así se propicie su consulta y aprovechamiento, como parte de la divulgación del patrimonio documental de la nación, así como de la cultura archivística.

En cuanto a las formas de operar la aplicación de la Ley, se establece la integración de un Sistema Nacional de Archivos con el fin de asegurar la organización y administración homogénea de los archivos de los sujetos obligados de todo el país, coordinado por el Consejo Nacional de Archivos, y que contará con un Registro Nacional de Archivos que concentrará la información de los Sistemas Institucionales de Archivos y de los archivos privados de interés público, así como aprobar las acciones de difusión del patrimonio documental resguardado en sus archivos, el cual será administrado por el Archivo General de la Nación utilizando herramientas tecnológicas. De igual manera, la legislación contempla la integración de Sistemas Locales de Archivos, coordinados por los Consejos Locales de Archivos, cuyo fin será la organización y la conservación homogénea de los archivos de los sujetos obligados dentro de su jurisdicción.

La Ley General de Archivos reafirma la relevancia de la organización y conservación de los documentos como principio para el acceso a la información y la fiscalización de los asuntos públicos, por lo que establece la coordinación del Sistema Nacional de Archivos con el Sistema Nacional de Transparencia y el Sistema Nacional Anticorrupción, que se sustenta en el artículo 10 en el que cada sujeto obligado es responsable de organizar y conservar sus archivos; de la operación de su sistema institucional; del cumplimiento de lo dispuesto por esta Ley; las correspondientes de las entidades federativas y las determinaciones que emita el Consejo Nacional o el Consejo Local, según corresponda; y deberán garantizar que no se sustraigan, dañen o eliminen documentos de archivo y la información a su cargo.

Por otra parte, el servidor público que concluya su empleo, cargo o comisión, deberá garantizar la entrega de los archivos a quien lo sustituya, debiendo estar organizados y descritos de conformidad con los instrumentos de control y consulta archivísticos que identifiquen la función que les dio origen en los términos de esta Ley, así como también en el artículo 16 en el cual la responsabilidad de preservar íntegramente los documentos de archivo, tanto físicamente como en su contenido, así como de la organización, conservación y buen funcionamiento del sistema institucional, recaerá en la máxima autoridad de cada sujeto obligado.

Mediante la conducción del Consejo Nacional de Archivos, se encomienda el desarrollo de sistemas automatizados para la gestión de documentos de archivo electrónico bajo los procesos de gestión documental y administración de archivos, que observe la incorporación, asignación de acceso, seguridad, almacenamiento y trazabilidad de documentos electrónicos, así como procedimientos para la generación, administración, uso, control y migración de formatos electrónicos, además de planes de preservación y conservación de largo plazo.

Por último, la Ley contempla el modelo de protección del patrimonio documental de la Nación con el esquema de sanciones, tipificando las infracciones administrativas y los delitos contra los archivos, desde la visión de las responsabilidades administrativas, penales, civiles y políticas, que incluyen penas de carácter económico y de privación de la libertad a los servidores públicos que incurran en alguno de los supuestos de incumplimiento de esta Ley.

En este sentido, la consolidación de la Ley General de Archivos, trae aparejada la esperanza de consumación de actos que permitirán al país, arribar a un nuevo modelo de gobernanza, donde el derecho a la información y el acceso a la información pública sean representados como derecho humano y que a su vez, contribuyan a la consolidación de un estado de transparencia y rendición de cuentas que permitan tanto a gobernantes como a la participación ciudadana, gozar de un gobierno abierto, que coadyuve con la administración pública, el buen gobierno y el fortalecimiento de la democracia en México.
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Capítulo 2 Los documentos de archivo electrónicos en la Ley General de Archivos

Alicia BARNARD AMOZURRUTIA

Consultora independiente



 1.  Introducción

Con anterioridad a la publicación y entrada en vigor de la Ley General de Archivos (LGA) en México, la Ley Federal de Archivos emitida en 2012, en su artículo 20, ya disponía de lineamientos para un sistema de gestión de archivos electrónicos en el largo plazo. También en el artículo 21 de esa Ley se disponía la emisión de lineamientos para establecer la creación y uso de sistemas automatizados de gestión y control de documentos, físicos y electrónicos, entre otras disposiciones relativas a los archivos electrónicos (1) . Esta Ley da lugar a los primeros Lineamientos para la creación y uso de Sistemas Automatizados de Gestión y Control de Documentos en 2015 (2) . Mas adelante, en 2016, con alcance nacional, el Sistema Nacional de Transparencia y Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, facultado para ello, emite los Lineamientos para la Organización y Conservación de Archivos, que incluyen un capítulo relacionado con los documentos de archivo electrónicos (3) . Ambos lineamientos tienen similitudes y diferencias en cuanto a archivos electrónicos, no obstante la participación funcionarios del Archivo General de la Nación, en ambos casos. Se ha percibido que esas diferencias y el corto plazo entre la emisión de uno y otro han creado confusión, además se desconoce si los sistemas de gestión documental automatizados que se hayan instrumentado cumplen con lo dispuesto en cualquiera de los dos lineamientos. No obstante, ambos sirven de base para las disposiciones que ahora se establecen en la Ley General de Archivos (LGA) (4) , las cuales ahora cuentan con mayor fuerza jurídica que posibilita afrontar los retos que los archivos electrónicos, principalmente debido a la obsolescencia tecnológica donde los mismos se producen, conservan y preservan.

En cuanto a la LGA, publicada recién en 2018, entró en vigor un año más tarde el 15 de junio de 2019. No se conoce en la Región una Ley en un estado federado como México con alcance en todo el territorio nacional. La LGA se sustenta en dispuesto en el artículo 6º. de la Constitución, que en su fracción V dispone que los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados. A fin de hacer efectiva esta atribución en el al Artículo 73 Constitucional se faculta al Congreso a expedir una ley general para establecer la organización y administración homogénea de los archivos de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, así como para determinar las bases de organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Archivos (5) .

La LGA es una ley reglamentaria que especifica, define y ratifica preceptos constitucionales con el propósito de estructurar conceptos y formas necesarias para poner en práctica esos preceptos que le corresponde regular. Su carácter reglamentario no tiene relación con otras leyes, radica en las disposiciones que en la misma se establecen, tampoco se refiere a un reglamento, las leyes reglamentarias son emitidas por el Poder Legislativo, no así un reglamento (6) .

Respecto de los archivos electrónicos, el volumen de producción es incalculable y la fragilidad donde se producen, conservan y preservan demanda de grandes esfuerzos que coadyuven a lograr que los mismos sean auténticos, fiables y se encuentren disponibles, tanto para los fines por los cuales se producen como para la historia de las sociedades y los individuos. Éstos son ahora considerados un activo de las organizaciones, más allá de sustentar un acto, sirven también al acceso a la información, la protección de datos personales, los derechos humanos, la anticorrupción, los tramites y gestiones gubernamentales con la sociedad. Es así como los archivos electrónicos y su regulación deben formar parte en las estrategias de la gobernanza de la información.

Como se ha mencionado, la LGA ya entró en vigor, sin embargo, aún no se ha emitido la normativa requerida para hacer efectivas ciertas disposiciones de la Ley, en particular los relacionados con los documentos de archivo electrónicos. Según la propia Ley, será el Consejo Nacional de Archivos el responsable de su emisión y en tanto ello no suceda, a pesar de que la Ley Federal de Archivos ya fue abrogada, las normas archivísticas serán vigentes en lo que no se oponga a la LGA según sus artículos transitorios.

Ante la falta de normas o lineamientos actualizados, en este capítulo se revisan artículos relacionados con los documentos electrónicos de archivo y archivos electrónicos. Esto con la intención de ofrecer elementos que puedan ser de utilidad, tanto para la mejor comprensión de la LGA como para ser considerados en la emisión de lineamientos. Para ello se explican algunos términos y se hacen comentarios o sugerencias en los artículos revisados.

2.  Los objetivos de la LGA

En el artículo 2 de los objetivos los siguientes están relacionados con los archivos electrónicos:


Promover del uso de métodos y técnicas encaminadas al desarrollo de un sistema de archivos orientadas a garantizar su organización, conservación, disponibilidad, integridad y localización.

Regular la organización y funcionamiento de un sistema institucional de archivos mismo que se define más adelante en el artículo 20 como un conjunto de registros, procesos, procedimientos, criterios, estructuras, herramientas y funciones para sustentar la actividad archivística.



Un sistema como se menciona es integral para los archivos de los sujetos obligados no hace referencia alguna a particularidades que puedan inferir alguna diferencia.

Promover el uso y aprovechamiento de tecnologías de la información para mejorar la administración de los archivos.


Este objetivo se complementa con otro más que dispone:

Establecer las bases para el desarrollo y la implementación de un sistema integral de gestión de documentos electrónicos encaminado al establecimiento de gobiernos digitales y abiertos en el ámbito federal, estatal y municipal que beneficien con sus servicios a la ciudadanía.


El sistema de gestión como el que se indica será el instrumento básico establecer los procesos, funcionalidades y controles a fin de contar con documentos de archivo electrónicos auténticos, fiables, íntegros y disponibles desde su producción y hasta su disposición final (eliminación o preservación en el largo plazo).

3.  Las definiciones de términos en la LGA

Ni el término archivo electrónico ni el de documento de archivo electrónico aparecen en el Artículo 4 de la LGA sobre definiciones que se utilizan en la misma. No obstante, éstas se identifican en las siguientes definiciones:

Archivo … conjunto organizado de documentos producidos o recibidos por los sujetos obligados en el ejercicio de sus atribuciones y funciones, con independencia del soporte, espacio o lugar que se resguarden.


La definición aplica a cualquier soporte (analógico o digital) o espacios donde se resguarden (oficinas, archivos, espacios físicos contratados, centros de datos o servicios externos).

Documento de archivo, el cual se define como aquel que registra un hecho, acto administrativo, jurídico, fiscal o contable producido, recibido y utilizado en el ejercicio de las facultades, competencias o funciones de los sujetos obligados, con independencia de su soporte documental.


Similar a la definición anterior, ésta se refiere indistintamente a un documento de archivo análogo o electrónico; no se hace referencia al espacio de resguardo sin afectación alguna ante la existencia de la definición de archivo.

Expediente electrónico, se define como el conjunto de documentos electrónicos correspondientes a un procedimiento administrativo, cualquiera que sea el tipo de información que contengan.


El término documento electrónico no se define y no es sinónimo de un documento de archivo y, no obstante que no todos los documentos electrónicos o analógicos de archivo forman parte de un procedimiento administrativo, lo cierto es que en el expediente electrónico está integrado por documentos de archivo. Como es por todos conocido, el documento de archivo tiene características particulares: es seriado, único, se genera dentro de un proceso como derivado de una actividad o función, es evidencia de la misma y puede servir en averiguaciones.

Datos abiertos… los datos digitales de carácter público que son accesibles en línea y pueden ser usados, reutilizados y redistribuidos, por cualquier interesado.


La inclusión de este término en la Ley es relevante, toda vez que los datos abiertos (estructurados o no estructurados) son también documentos de archivo, tal y como se define a éste, según la definición arriba indicada.

Firma electrónica avanzada… conjunto de datos y caracteres que permite la identificación del firmante, que ha sido creada por medios electrónicos bajo su exclusivo control, de manera que está vinculada únicamente al mismo y a los datos a los que se refiere, lo que permite que sea detectable cualquier modificación ulterior de éstos, la cual produce los mismos efectos jurídicos que la firma autógrafa.


Mas adelante se hacen comentarios sobre este término.

Interoperabilidad... la capacidad de los sistemas de información de compartir datos y posibilitar el intercambio entre ellos.


La interoperabilidad será comentada en el artículo que se refiere a ésta.

Metadatos… conjunto de datos que describen el contexto, contenido y estructura de los documentos de archivos y su administración, a través del tiempo, y que sirven para identificarlos, facilitar su búsqueda, administración y control de acceso.


La definición se orienta principalmente a los archivos electrónicos, aunque no excluye a los documentos analógicos de archivo y no está en conflicto con la Norma Internacional de Descripción Archivística ISAD(G). (Consejo Internacional de Archivos, 1999)

Trazabilidad… la cualidad que permite, a través de un sistema automatizado para la gestión documental y administración de archivos, identificar el acceso y la modificación de documentos.


El término tiene un alcance mayor y podría complementarse con pista de auditoria, la cual según la Terminología Multilingüe del Consejo Nacional de Archivos se define como: La documentación de todas las interacciones con los documentos de archivo dentro de un sistema electrónico en el que se registra cualquier acceso al sistema tal como se produce (7) . Esta definición puede abarcar, además, todo movimiento relacionado con su uso, la actualización tecnológica, los perfiles de acceso, entre otros.

4.  Los principios de la LGA

El artículo 5 de la LGA incluye los siguientes principios que se relacionan con los documentos electrónicos de archivo.

Conservación: Adoptar las medidas de índole técnica, administrativa, ambiental y tecnológica, para la adecuada preservación de los documentos de archivo;


En el entorno de los archivos electrónicos, la conservación implica el desarrollo de programas y actividades específicas de acuerdo con formatos y las tecnologías que se utilizan, tanto en su etapa administrativa como en su preservación en el largo plazo

En cuanto a los siguientes principios, éstos serán comentados en el capítulo que se refiere específicamente a los documentos de archivo electrónicos.


Integridad: Garantizar que los documentos de archivo sean completos y veraces para reflejar con exactitud la información contenida;

Disponibilidad: Adoptar medidas pertinentes para la localización expedita de los documentos de archivo, y

Accesibilidad: Garantizar el acceso a la consulta de los archivos de acuerdo con esta Ley y las disposiciones jurídicas aplicables



5.  De los documentos públicos

El artículo 7 respecto de los documentos públicos establece que:

Los sujetos obligados deberán producir, registrar, organizar y conservar los documentos de archivo sobre todo acto que derive del ejercicio de sus facultades, competencias o funciones de acuerdo con lo establecido en las disposiciones jurídicas correspondientes.


El artículo brinda la oportunidad para reflexionar acerca del alcance del documento de archivo electrónico. Con frecuencia se identifica a éste como un similar al documento de archivo analógico. No obstante, si se considera que el documento de archivo electrónico se integra por datos que se constituyen en información derivada de una función o atribución, es posible concluir que los datos o bases de datos también son o funcionan como documento de archivo. Éstos se producen con base en una disposición jurídico-normativa (información de estadísticas nacionales), es única (datos de cierto año acerca de cierta actividad), está relacionada con otra de su misma clase (estadísticas de población) y que, además, puede servir de prueba ante averiguaciones o como acto o proceso. Es decir, las informaciones como las ejemplificadas son producto de un acto derivado de las facultades y competencias o funciones de un sujeto obligado, según lo establecen las disposiciones jurídicas que le aplican, éstas se separan para acciones o como referencia ulterior. Así, las bases de datos y otras informaciones producidas en ambiente digital, incluyendo aquellas se publican en plataformas de gobierno abierto, datos abiertos o similares deberían considerarse documentos de archivo, sujetos a lo que para éstos se dispone en la LGA. Lo anterior aplica de igual manera a los formatos en los que se producen documentos electrónicos de archivo tales como texto, audio o video.

6.  Las obligaciones

De acuerdo con las definiciones del artículo 4º. respecto del documento de archivo y del archivo las obligaciones señaladas aplican con independencia al soporte. Sin embargo, merece atención la obligación respecto a procurar el resguardo digital de los documentos de archivo, según lo que la propia LGA y otras disposiciones establezcan.

En este caso, el término resguardo digital podría entenderse como los proceso y procedimientos orientados a la conservación en ambiente digital ya que el mismo no está definido en el ya mencionado en el artículo 4º.

7.  Planeación en materia archivística

El artículo 25 de este capítulo establece que el programa anual definirá prioridades institucionales integrando los recursos económicos, tecnológicos y operativos disponibles. También se establece que éste deberá contener programas de organización y capacitación en gestión documental y administración de archivos que incluyan mecanismos para su consulta, seguridad de la información y procedimientos para la generación, administración, uso, control, migración de formatos electrónicos y preservación a largo plazo de los documentos de archivos electrónicos

En cuanto a las prioridades para archivos electrónicos, convendría considerar que los recursos, debido a la obsolescencia tecnológica, se incrementan de forma periódica. La no actualización de la infraestructura y programas de cómputo pueden impactar en la recuperación de documentos de archivos electrónicos. Así, una planeación adecuada debería considerar el análisis de costos de corto y mediano plazo.

Señala este artículo 25 que el programa anual deberá incluir programas de organización y capacitación en gestión documental y administración de archivos, tanto para analógicos como digitales, que incluya los mecanismos que en éste se establecen. Se entiende que los mecanismos estarán integrados en un programa específico para los archivos electrónicos a fin de organizar los servicios de archivo y establecer el programa de capacitación para éstos.

En cuanto a capacitación, se percibe que los cursos cortos como los que ahora se imparten dejarán tan solo proposiciones, pero no mucho para instrumentación de acciones. Sin embargo, ha prevalecido la urgencia por cumplir disposiciones ante la consecución de mejores conocimientos y prácticas, de tal forma que el profesional de los archivos debería, adentrarse por su parte a temas como los señalados para complementar su capacitación sin omitir que las propias tecnologías obligan a una capacitación y formación en el trabajo constante.

8.  De las áreas coordinadoras y operadoras de archivos

Respecto de las funciones de coordinación y operación (área coordinadora, archivos de trámite, concentración e históricos) a que se refieren artículos 29, 30, 31 y 32 de la LGA, convendría que los lineamientos para coordinación y operación de archivos electrónicos se establezcan en las funciones que correspondan los responsables de las diferentes áreas. Esto con el fin de contar con una coordinación y operación de archivos integral. Pueden existir en cada caso procedimientos y actividades particulares, pero tanto uno como otros documentos de archivo forman el fondo de una organización.

En cuanto lo establecido en el artículo 32 donde se establece que:

Los sujetos obligados podrán contar con un archivo histórico que tendrá las siguientes funciones, entre otras: Implementar políticas y estrategias de preservación que permitan conservar los documentos históricos y aplicar los mecanismos y las herramientas que proporcionan las tecnológicas de información para mantenerlos a disposición de los usuarios.


En el entorno del ambiente digital, esta disposición implica establecer procesos particulares de preservación digital en el largo plazo, mismos que no corresponden a los relacionados con archivos activos y semiactivos como se verá más adelante en los artículos referentes a archivos electrónicos.

En el artículo 33 se dispone que en el caso de que no se cuente con archivo histórico los sujetos obligados promoverán su creación, pero mientras ello no suceda deberán transferirlos al Archivo General de la Nación o a su equivalente en entidades federativas u otros organismos. Para realizar las transferencias secundarias a repositorios que conservarán archivos electrónicos en el largo plazo será necesario establecer políticas o lineamientos para su transferencia.

9.  Los archivos electrónicos en la LGA

El artículo 41 establece que:

Además de los procesos de gestión previstos en el artículo 12 de esta Ley, se deberá contemplar para la gestión documental electrónica la incorporación, asignación de acceso, seguridad, almacenamiento, uso y trazabilidad.


Los procesos previstos en el artículo 12 incluyen: producción, organización, acceso, consulta, valoración documental, disposición documental y conservación. Se encuentra cierta equivalencia entre los procesos del artículo 12 y los establecidos en este artículo 41, convendría que en los lineamientos que correspondan se puedan clarificar para evitar duplicidad o confusión. En su conjunto los procesos de ambos artículos deberían formar parte del sistema institucional de archivos al que hace mención el artículo 20.

Respecto de los procesos de este artículo 41 resulta conveniente intentar ciertas definiciones los siguientes términos para su mejor comprensión en el entorno digital.

Se entiende al proceso de incorporación como el momento en el que un documento de archivo se registra como tal, éste puede interpretarse como el momento en el que el documento o información se reconoce y declara documento de archivo con capacidad de servir de evidencia y pasa a un expediente o conjunto de éstos (serie).

Por lo que hace a la asignación de acceso los lineamientos que se emitan deberían incluir la disposición de establecer perfiles de usuarios que llevarán a cabo uno o varios de los procesos o de acceso. Por ejemplo, el coordinador de archivos debería tener capacidad para controlar todos los procesos, así como para otorgar, modificar y controlar otros perfiles de asignación que se establezcan. También podrán existir perfiles para procesos de producción, organización y gestión de los documentos de archivo y los correspondientes a usuarios, entre otros. Cada sujeto obligado debería asignar acceso de acuerdo con sus necesidades y según las disposiciones aplicables a los documentos de archivo que produce.

En cuanto a un proceso de seguridad. En el ambiente digital el término se puede orientar a dos funciones.

La seguridad informática está encaminada a proteger la infraestructura tecnológica y la información que se encuentra en los centros de datos donde se localizan los sistemas de una organización, esto principalmente mediante soluciones técnicas. Así, los sistemas automatizados para archivos deberían estar considerados en las políticas y criterios para la seguridad informática establecidos para los sistemas de la organización.

La seguridad de la información, por su parte, hace uso de la gestión de riesgos con el fin de identificar, ponderar y aminorar riesgos a los que los archivos electrónicos están expuestos. En este caso los lineamientos que se emitan podrían incluir el establecimiento de factores tales como: el cumplimiento de disposiciones jurídico-administrativas, la protección de cambios de contenidos accidentales o provocados, la inclusión de pistas de auditoría para la transparencia, la protección de autenticidad de los documentos de archivo, así como para evitar faltas de usuarios internos o impedir el robo de información. (Digital Preservation Coalition, 2015)

El almacenamiento implica desarrollar e implementar, a través de un sistema automatizado, las funcionalidades para procedimientos y actividades derivados de los procesos que establece la LGA, así como de otros requeridos para el control de los documentos de archivo, ya sea que se almacenen en los centros de datos de los sujetos obligados o en servicios externos.

Respecto del proceso de uso de los archivos se entiende que el sistema automatizado contará con funcionalidades para ubicar, recuperar, presentar y usar los archivos al paso del tiempo y que los mismos estarán relacionados con los procesos correspondientes, así como con los vínculos que los enlaza o relaciona con otros del mismo asunto o materia.

En cuanto al proceso trazabilidad (8) , como su definición lo indica este proceso debería identificar el acceso o modificación de los archivos electrónicos en un sistema automatizado. Como también se comentó en la definición del artículo 4º. sería conveniente complementarla para favorecer la autenticidad y la fiabilidad de los de los sistemas y los archivos electrónicos que ahí se conservan.

El artículo 42 dice que será necesario establecer dentro del programa anual del sujeto obligado los procedimientos para la generación, administración, uso, control y migración de formatos electrónicos, así como planes de preservación y conservación de largo plazo que contemplen la migración, la emulación o cualquier otro método de preservación y conservación de los documentos de archivo electrónicos, apoyándose en las disposiciones emanadas del Consejo Nacional.

Este artículo tiene cierta relación con el artículo 25 sobre planeación, pero con mayor orientación a los archivos electrónicos. Los procedimientos para la generación, uso y control se vinculan a los procesos establecidos en los artículos 12 y del 41 y se podrían complementar con otros más según requerimientos de la organización. El procedimiento de administración podría entenderse como el conjunto de actividades destinadas a la administración del sistema de gestión documental y de archivos, mismo que correspondería al propio coordinador de archivos al que hace mención el artículo 29 de la LGA. En cuanto a la migración o emulación u otro método de actualización se entienden como los procedimientos de conservación que serán instrumentados para para mantener el contenido intelectual auténtico de los documentos de archivo electrónico y sus metadatos a través de diferentes generaciones tecnológicas.

En el artículo 43 se dispone que:

Los sujetos obligados establecerán en el programa anual la estrategia de preservación a largo plazo de los documentos de archivo electrónico y las acciones que garanticen los procesos de gestión documental electrónica (9) . Los documentos de archivo electrónicos que pertenezcan a series documentales con valor histórico se deberán conservar en sus formatos originales, así como una copia de su representación gráfica o visual, además de todos los metadatos descriptivos.


En cuanto a la preservación en el largo plazo, conviene comentar acerca lo que implica el concepto. La preservación en el marco de un sistema institucional de archivos como el que se define en el artículo 20, implica controlar los documentos de archivo a lo largo de su ciclo de vida, es decir a partir de su producción; esto con el fin de asegurar su autenticidad, fiabilidad y uso paso del tiempo. Un modelo de preservación es el propuesto por el Proyecto InterPARES está integrado por cuatro sistemas, el primero corresponde al de planeación dedicado a determinar requerimientos de los tres siguientes:


	
a)  Un sistema de producción (procesos de creación y recepción e información de los documentos de archivo y del productor, contexto de elaboración y usuarios) que incluya el registro de los documentos de archivo analógicos;

	
b)  Un sistema de organización de los archivos administrativos (procesos de incorporación, clasificación, conservación, valoración documental, transferencia y uso) y

	
c)  Un sistema preservación de archivos con valor histórico (procesos para requisitos para la transferencia secundaria, recepción, valoración, conservación y servicios de consulta).



En los tres sistemas deberían contar también con los procesos de seguridad, almacenamiento y trazabilidad en el ambiente digital ya contemplados en el artículo 41.

En particular el sistema de preservación de archivos puede definirse como el conjunto de normas que regulan la conservación intelectual y física de los documentos de archivo recibidos para su custodia en el largo plazo, así como los instrumentos para su implementación (InterPARES, 2020) (10) . Lo anterior, se convalida con otros proyectos internacionales orientados a la preservación digital que han dado lugar a estandares para el tratamiento de los archivos electrónicos de carácter histórico o patrimonial (UNE-ISO, 2009).

De acuerdo con lo anterior, es importante señalar que LGA solo contempla a la preservación digital en cuanto a medidas y procedimientos de conservación (mantenimiento) que deben instrumentarse tanto para los procesos de archivos en etapa administrativa como los que se conservarán indefinidamente por sus valores históricos o patrimoniales. Sin embargo, es crucial que en los lineamientos que se emitan para los sistemas automatizados se incluyan funcionalidades y requisitos para la preservación en el largo plazo (11) .

Este artículo 43 también incluye la conservación de formatos originales. Se entendería que se trata de aquellos archivos analógicos que mediante procesos de digitalización han sido transformados a formatos digitales, ya que conservar archivos nacidos en formato electrónico, implica entre otros factores la actualización y cambio de sistemas, transferencia de datos a nuevos soportes de almacenamiento. (InterPARES Project, 2012).

Artículo 44. Se refiere a la adopción de medidas de organización, técnicas y tecnológicas para garantizar la recuperación y preservación de los documentos de archivo electrónicos producidos y recibidos que se encuentren en un sistema automatizado de gestión documental y administración de archivos (SAGDAA), bases de datos y correos electrónicos a lo largo de su ciclo vital.

En cuanto a la preservación de correos electrónicos sería necesario emitir disposiciones o recomendaciones específicas para su mejor control. Por lo que hace a bases de datos se entiende se trata de aquellas que registran y controlan documentos de archivos, pero convendría incluir ciertas disposiciones para aquellas que contienen información que reúnen las características de documento de archivo.

En el artículo 45 se dispone la implementación de sistemas automatizados de gestión documental y administración de archivos (SAGDAA) que permitan registrar y controlar los procesos señalados en el artículo 12 de esta Ley, los cuales deberán cumplir las especificaciones que para el efecto se emitan. El artículo además señala que las herramientas informáticas de gestión y control para la organización y conservación de documentos electrónicos de archivo electrónicos que los sujetos obligados desarrollen o adquieran, deberán cumplir los lineamientos que para el efecto se emitan.

Respecto de los procesos, no se mencionan los establecidos en el artículo 45. No obstante, en la revisión de procesos los mismos podrían ajustarse para incluirlos según corresponda.

El SAGDAA que dispone este artículo viene a ser la herramienta tecnológica que cuente con funcionalidades y requisitos para presumir autenticidad de los archivos electrónicos. En el artículo 43 ya se han comentado acerca de los componentes o sistemas que propone InterPARES. Es conveniente destacar que los documentos de archivo confiables requieren que el SAGDAA sea evaluado o auditado periódicamente, así como contar con alguna certificación según estándares internacionales en tanto no se emitan los correspondientes a nivel nacional.

En el artículo 46 se dispone al Consejo Nacional emitir los lineamientos que establezcan las bases para la creación y uso de los SAGDAA, así como de los repositorios electrónicos que consideren los siguientes objetivos:


Asegurar la accesibilidad e inteligibilidad de los documentos de archivo electrónico en el largo plazo;

Aplicar a los documentos de archivo electrónico los instrumentos técnicos que correspondan a los soportes documentales.



En este caso convendría ponderar lineamientos para la inclusión de otros instrumentos o reportes recomendables en un ambiente digital, tales como formatos de contenido o directorio de asignación de acceso.

Preservar los datos que describen contenido y estructura de los documentos de archivo electrónico y su administración a través del tiempo, fomentando la generación, uso, reutilización y distribución de formatos abiertos.


Los datos a que se hace mención se entienden como metadatos para describir contenido y estructura. Convendría también considerar la inclusión de metadatos de contexto tales como los de carácter jurídico-administrativo (disposiciones a las que responden los trámites o actos del documento de archivo) tecnológico (información acerca del equipo, software u otros periféricos y sus actualizaciones o modificaciones).

Incorporar las normas y medidas que garanticen la autenticidad, seguridad, integridad y disponibilidad de los documentos de archivo electrónico, así como su control y administración archivística.


La autenticidad, significa que el documento de archivo es íntegro es decir está completo sin alteraciones, que es único y tiene identidad manifestada en atributos, representados por metadatos, del documento tales como: nombres, contenido, asuntos, anexos, firma digital, fechas de producción, modificaciones técnicas etc., perfiles de acceso entre otros.

La seguridad estará respaldada por las políticas o lineamientos para proteger la información contendida en los archivos como ya se comentó arriba.

En cuanto a la disponibilidad, es entendida como la capacidad para acceder y usar los documentos de archivo electrónico.


Establecer los procedimientos para registrar la trazabilidad de las acciones de actualización, respaldo o cualquier otro proceso que afecte el contenido de los documentos de archivo electrónico, y

Permitir adecuaciones y actualizaciones a los sistemas a que se refiere este artículo.



La actualización de infraestructura y programas de cómputo junto los manuales y especificaciones, así como bitácoras de actualizaciones, cambios o de seguimiento para la trazabilidad, son elementos que considerar en lineamientos para el sistema automatizado.

Los objetivos que se disponen para un SGDAAA no están agotados, podrían incluirse otros más, como ejemplo, los siguientes:


	
•  Incluir metadatos básicos y los obligatorios para la interoperabilidad e interacción de los documentos de archivo con otros sistemas y su uso en plataformas de gobierno abierto, así como en datos abiertos.

	
•  Facilitar el uso y re-uso de los documentos de archivo

	
•  Gestionar el riesgo

	
•  Incorporar funcionalidades para la producción de documentos de archivo

	
•  Incluir funcionalidades para importar de otros sistemas datos e información con características de documento de archivo.

	
•  Incluir funcionalidades para exportar formatos.



Por lo que hace al artículo 47.,éste se refiere a la obligación de conservar documentos de archivo aun cuando hayan sido digitalizados, en los casos previstos en las disposiciones jurídicas aplicables.

En la medida en la que se cuente con un SAGDAA que reúna características mínimas como las señaladas que permitan verificar la autenticidad, fiabilidad, precisión y acceso, así como estar certificado, será posible tener confianza en el sistema para producir, conservar y preservar documentos digitales de archivo. De esta manera podrían emitirse disposiciones específicas para determinar la factibilidad de eliminar aquellos documentos de archivos físicos que ya fueron digitalizados y se encuentran debidamente incorporados en el sistema

El artículo 48 establece que:

Los sujetos obligados que, por sus atribuciones, utilicen la firma electrónica avanzada para realizar trámites o proporcionar servicios que impliquen la certificación de identidad del solicitante, generarán documentos de archivo electrónico con validez jurídica de acuerdo con la normativa aplicable y las disposiciones que para el efecto se emitan.


La firma digital cuenta con un valor legal. A través de esta es posible verificar el origen (identidad) que la hace indisputable e incontestable (no repudiación) y asegura la información a través del espacio, protegiendo su integridad. Ésta es habilitada mediante infraestructuras de llaves públicas costosas y de rápida obsolescencia. En este sentido convendría ponderar lineamientos para su retiro cuando los documentos de archivo son transferidos para su preservación por tiempo indefinido a un archivo histórico por tratarse de archivos públicos que han perdido sus valores administrativos. Esto, sin afectación a su autenticidad o fiabilidad, siempre y cuando se establezcan métodos de sustitución como la auditoría periódica que verifique que el mencionado documento fue firmado por cierta persona, en cierta fecha.

El artículo 49 se refiere las obligaciones de los sujetos obligados para:

…proteger la validez jurídica de los documentos de archivo electrónico, los sistemas automatizados para la gestión documental y administración de archivos y la firma electrónica avanzada de la obsolescencia tecnológica mediante la actualización, de la infraestructura tecnológica y de sistemas de información que incluyan programas de administración de documentos y archivos, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables.


Como se ha mencionado, la garantía de contar con documentos de archivo electrónicos y sistemas de gestión, tanto para conferirles una validez jurídica como para confiar en los mismos, requiere que éstos cumplan con los requisitos y funcionalidades que se establezcan y sean certificados, auditados o evaluados periódicamente.

10.  Valoración de archivos

Respecto de los artículos 50 a 54 sobre los procesos de valoración documental, en el ambiente digital, los criterios y políticas que se establezcan deberían ser las mismas para los archivos electrónicos. No obstante, también deberían incluirse lineamientos complementarios para estos últimos, principalmente para presumir su autenticidad, así como los relacionados con la infraestructura y programas informáticos donde se producen y conservan.

11.  Conservación

El artículo 62 dispone que la gestión de documentos electrónicos de archivo en un servicio de nube deberá cumplir con lo siguiente:


Establecer las condiciones de uso concretas en cuanto a la gestión de los documentos y responsabilidad sobre los sistemas;

Establecer altos controles de seguridad y privacidad de la información conforme a la normatividad mexicana aplicable y los estándares internacionales.



En este caso deberían revisarse las disposiciones en cuanto a información confidencial y su manejo en este tipo de servicios

Conocer la ubicación de los servidores y de la información.


También conviene conocer la ubicación de los servidores de respaldo.


Establecer las condiciones de uso de la información de acuerdo con la normativa vigente;

Utilizar infraestructura de uso y acceso privado, bajo el control de personal autorizado;

Custodiar la información sensible y mitigar los riesgos de seguridad mediante políticas de seguridad de la información.



Es importante revisar las disposiciones vigentes en materia de datos personales sensibles y de información confidencial. En cuanto a las políticas de seguridad será conveniente que los lineamientos establezcan la obligatoriedad de inclusión en los requisitos de contratación.


Establecer el uso de estándares y de adaptación a normas de calidad para gestionar los documentos de archivo electrónicos;

Posibilitar la interoperabilidad con aplicaciones y sistemas internos, intranets, portales electrónicos y otras redes, y

Reflejar en el sistema, de manera coherente y auditable, la política de gestión documental de los sujetos obligados.



En los lineamientos que se emitan convendría, además, incorporar requerimientos relacionados con propiedad de la información de los documentos de archivo y sus metadatos, su disponibilidad y recuperación, su preservación, vigencias y disposición final, trazabilidad y especificaciones respecto de la conclusión de un contrato.

En el artículo 63 se dispone el desarrollo medidas de interoperabilidad que permitan la gestión documental integral, considerando el documento electrónico, el expediente, la digitalización, el copiado auténtico y conversión; la política de firma electrónica, la intermediación de datos, el modelo de datos y la conexión a la red de comunicaciones de los sujetos obligados.

Las medidas que dispone el artículo deberían orientarse a partir de los criterios que se elaboren con la participación de responsables de archivos, de tecnologías de la información y plataformas gubernamentales y desarrolladores de aplicaciones.

12.  El Consejo Nacional de Archivos

Respecto del Consejo Nacional de Archivos, órgano de coordinación del Sistema Nacional de Archivos en su artículo 67 dispone dentro de las atribuciones que se le confieren, las siguientes que aplican a archivos electrónicos.

Aprobar los lineamientos que establezcan las bases para la creación y uso de sistemas automatizados para la gestión documental y administración de archivos, que contribuyan a la organización y administración homogénea de los archivos de los sujetos obligados.


Esta disposición es de suma importancia, a través de ésta será posible, tanto atender a lo estipulado en la LGA como para complementar requerimientos adicionales para contar con un sistema de gestión documental y administración de archivos robusto. En la elaboración de estos lineamientos, además de los consejeros que se integren al grupo de trabajo, es imprescindible que se invite a un grupo multidisciplinario relacionado con los archivos, las tecnologías, el acceso a la información, el derecho, entre otros.

Aprobar acciones de difusión, divulgación y promoción sobre la importancia de los archivos como fuente de información esencial, del valor de los datos abiertos de los documentos de archivo electrónico y como parte de la memoria colectiva.


Además de acciones de divulgar y difundir datos abiertos conviene recalcar que éstos tienen características de documento de archivo por lo que éstos deberían estar sujetos esta Ley, así como a los lineamientos que se emitan. La transparencia de actos de gobierno, sin duda, se verá favorecida, cuando en este tipo de plataformas y en otras semejantes se publiquen informaciones que son procesadas y controladas a través de un SAGDAA con antelación a su publicación. Esto permitirá inferir autenticidad y fiabilidad y, a la vez, brindar confianza a usuarios.

Aprobar la política nacional de gestión documental y administración de archivos.


Esta atribución es de vital importancia a fin de que los documentos de archivo y archivos sean considerados en una gran política sin importar su soporte, espacio o lugar donde se resguarden como se establece en las definiciones de la propia LGA. Lo anterior implica una política amplia, pero a la vez flexible con especificaciones particulares para archivos analógicos y para electrónicos en búsqueda de contar con archivos actualizados, como se señala en el artículo cuarto Constitucional

13.  Coordinación con otros sistemas

El artículo 74 relacionado con la coordinación del Sistema Nacional de Archivos coordinado con el Sistema Nacional de Transparencia y el Sistema Nacional Anticorrupción, establece que se deberá:

Promover la digitalización de la información generada con motivo del ejercicio de las funciones y atribuciones de los sujetos obligados, que se encuentre previamente organizada, así como garantizar el cumplimiento de los lineamientos que para el efecto se emitan.


En este lineamiento se entiende a la digitalización como los procesos de transformar documentos de archivo que se encuentran en formatos analógicos a digitales. No hay una disposición para el Consejo en este sentido, aunque no está impedido para ello para atender esta disposición. En procesos de digitalización conviene recordar que los costos de conservación y preservación son constantes por lo que cualquier estrategia para convertir archivos analógicos a electrónicos debería incluir un análisis de costos y proyecciones a futuro.

14.  Capacitación y cultura archivística

El artículo 99 dispone que:

Los sujetos obligados deberán promover la capacitación en las competencias laborales en la materia y la profesionalización de los responsables de las áreas de archivo.


Este artículo refuerza el artículo 25 relacionado con el programa institucional de archivos en cuanto a capacitación.

En materia de archivos electrónicos, este artículo se complementa con una fracción del artículo 100 relacionado con la celebración de acuerdos para los servicios de capacitación que deberán, entre otros objetivos:

Fomentar las actividades archivísticas sobre docencia, capacitación, investigación, publicaciones, restauración, digitalización, reprografía y difusión.


Se percibe en este objetivo una orientación a aspectos relacionados con los archivos de valor histórico o patrimonial. No obstante fomentar actividades para la digitalización resulta ser un tema relevante en materia de archivos electrónicos. Como se mencionó anteriormente es importante considerar lineamientos o manuales específicos para los procesos de digitalización.

15.  Una breve conclusión

Como se ha visto la normativa en materia de archivos electrónicos ha sido de reciente factura (2015) y el estado que guarda su implementación aún no puede medirse. También ya se ha mencionado que algunas disposiciones y definiciones han servido de base a la LGA y aunque se favorece continuidad a la familiarización de conceptos y procesos para el manejo de archivos electrónicos, aún se perciben ciertos factores que pueden ocasionar dificultades en su interpretación. Convendría, sin embargo, reflexionar al respecto a fin de que, los comentarios, como los aquí vertidos, se sumen a otros y se enriquezcan mediante el diálogo para su mejor apreciación al momento de elaborar los lineamientos. No está de más reiterar la importancia de que el grupo encargado de su elaboración, además de los miembros del Consejo que se integren al grupo encargado de su elaboración, tenga un carácter multidisciplinario.

Respecto de los plazos dispuestos para a la elaboración y emisión de disposiciones o lineamientos, en ocasiones son cortos y obligan a un análisis improvisado que da lugar a que éstos carezcan de la claridad necesaria para su mejor interpretación. También, los plazos de instrumentación como los establecidos en los lineamientos previos han sido reducidos para alcanzar los objetivos que se señalan en los mismos. En ambiente digital donde se producen, conservan y preservan los archivos electrónicos es conveniente dedicar plazos razonables para su instrumentación.

Por otra parte, conviene insistir que la dotación de recursos humanos, tecnológicos y presupuestales en el entorno digital es indispensable, de lo contrario cualquier disposición de la LGA y los lineamientos que se emitan no podrán ser implementados. Tampoco se puede negar que los mismos son constantes.

El vertiginoso cambio y recambio tecnológico obliga mantener un programa periódico de capacitación y profesionalización, así como estudiar acerca de los archivos electrónicos. Un ejemplo son los nuevos esquemas de producción de información que pueden estar sujetas a factores relacionados con el contexto jurídico-normativo. Esto obligaría establecer cierta normativa para su control. Tal es el caso de las tecnologías disruptivas a través de las cuales ya se desarrollan aplicaciones de uso cotidiano en el entorno gubernamental que precisarían de ciertos requisitos en su desarrollo y aplicación. Es así que la investigación conjunta de profesionales de la archivística y desarrolladores de esas aplicaciones podría integrarse para analizar si la archivística puede hacer aportaciones para su mejor manejo, así como a identificar o contribuir al desarrollo de aplicaciones que pudieran ser de utilidad al manejo de archivos electrónicos. La investigación sobre archivos electrónicos debería ser un compromiso tanto en las instituciones académicas como por los sujetos obligados a la LGA.

Finalmente, la revisión que se ha realizado ha tenido una perspectiva archivística, no aborda puntos de vista o elementos jurídicos o tecnológicos, señal de que pueden existir otros puntos de vista válidos y que los archivos electrónicos requieren de la participación multidisciplinaria como ya se ha mencionado anteriormente.

16.  Bibliografía

Digital Preservation Coalition, Digital Preservation Handbook. D. P. Coalition, Ed. 2015 Recuperado el 20 de marzo de: https://www.dpconline.org/handbook/technical-solutions-and-tools/information-security

Proyecto InterPARES, The InterPARES 2 Project Glossary. 2020. Recuperado el 20 febrero de 2020, de: http://www.interpares.org/ip2/display_file.cfm?doc=ip2_glossary.pdf&CFID=20672416&CFTOKEN=30801647

Proyecto InterPARES, Guia del Preservador. Preservación de Documentos Digitales de Archivo. Guía para las Organizaciones, Ed. CUIB-UNAM, J. Voutssas, Trad. 2012 Recuperado el julio de 2019, de http://iibi.unam.mx/portal_anterior/archivistica/ip3_guia_preservador_2012.pdf

UNE-ISO 14721: 2015 Sistema de transferencia de datos e información espaciales. Sistema abierto de información de archivo (OAIS) Modelo de referencia. España. Recuperado el 26 de Febrero de 2020, de https://www.une.org/encuentra-tu-norma/busca-tu-norma/norma/?c=N0055413






	 (1) 

	<Ley Federal de Archivos>, Diario Oficial de la Federación del 23 de enero de 2012. Recuperado de: https://sre.gob.mx/images/stories/doctransparencia/transparencia/lfa.pdf, febrero 20, 2020.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	<Lineamientos para la creación y uso de sistemas automatizados de gestión y control de documentos>. Diario Oficial de la Federación del 3 de julio de 2015. Recuperado de http://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5399401&fecha=03/07/2015. Febrero 20, 2020.


	 Ver Texto 




	 (3) 

	<Lineamientos para la organización y conservación de los archivos> Diario Oficial de la Federación del 4 de mayo de 2016. Recuperado de http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5436056&fecha=04/05/2016. Febrero 20, 2020.


	 Ver Texto 




	 (4) 

	<Ley General de Archivos>. Diario Oficial de la Federación del 15 de junio de 2018. Recuperado de http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LGA_150618.pdf, febrero 20, 2020.


	 Ver Texto 




	 (5) 

	<Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos> Con reformas al 6 de marzo de 2020. Diario Oficial de la Federación. Recuperado de: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_060320.pdf. Marzo 10, 2020.


	 Ver Texto 




	 (6) 

	Mas información sobre una Ley Reglamentaria en México. Recuperado de: https://mexico.leyderecho.org/ley-reglamentaria/. Febrero 20, 2020.


	 Ver Texto 




	 (7) 

	La Terminología Multilingüe del Consejo Nacional de Archivos se puede consultar en: http://www.ciscra.org/mat/mat/term/3739, febrero 20, 2020.


	 Ver Texto 




	 (8) 

	Es conveniente que los lineamientos definan el término trazabilidad, ya que la definición nos dice que se trata de una cualidad de un sistema de gestión documental automatizado, mientras el artículo 41 lo establece como proceso.


	 Ver Texto 




	 (9) 

	El término gestión documental electrónica no está definida por la Ley. Definir así a la gestión documental podría malinterpretarse. En los sistemas de gestión documental automatizados, aunque los procedimientos y actividades archivos electrónicos y para archivos analógicos sean diferentes en cada caso, los procesos serán prácticamente los mismos, a excepción de los específicos para archivos electrónicos. Un sistema automatizado, para el mejor control de los documentos de archivo debería controlarlos con independencia al formato, digital o analógico.


	 Ver Texto 




	 (10) 

	Existen otros modelos para los sistemas de gestión automatizados reconocidos internacionalmente, por ejemplo, MoReq10 Requisitos Modulares para los Sistemas de Archivos de la Unión Europea https://www.moreq.info/files/moreq2010_vol1_v1_1_en.pdf. Recuperado el 4 de marzo de 2020. También se encuentra la norma UNE-ISO-30301 sobre requisitos para los sistemas de gestión de documentos de archivo recientemente actualizada. https://www.aenor.com/normas-y-libros/buscador-de-normas/une?c=N0062850 Recuperada el 4 de marzo de 2020.


	 Ver Texto 




	 (11) 

	La preservación digital puede formar parte del gran sistema de gestión documental automatizado, siempre y cuando se considere la función correspondiente al sistema de preservación digital.


	 Ver Texto 










Capítulo 3 ¿Cómo aplicar la normativa dispersa sobre gestión del documento electrónico?

Carlota BUSTELO RUESTA

Consultora independiente especializada en gestión de la información, los contenidos y los documentos



 1.  Contexto. Necesitamos convenciones para la nueva realidad

Casi todos cuando oímos la palabra «documento» tenemos una imagen mental asociada a un documento en papel. Aunque ese documento, que podemos coger en la mano, pueda ser de distinta naturaleza, a nadie se nos ocurre cuestionar que no sea un documento, y difícilmente se nos ocurre otro nombre. En español, además, el concepto documento suele tener implícito el valor de testimonio o prueba de algo.

Este concepto simple de documento se vio afectado por efecto de la globalización y la influencia de otras lenguas, especialmente del inglés (único idioma que tiene tres términos diferentes para nuestro concepto documento: documents, que es el equivalente de documentos en su significado genérico, como mera información registrada; records, que designa de manera específica a la información producida como prueba y reflejo de las actividades de la organización que la ha creado; y archives, que se reserva a los documentos de carácter histórico). El debate generado sobre la terminología y la traducción de los tres conceptos del inglés se circunscribió (o se circunscribe, pues de vez en cuando todavía salta a la luz en español o en otro idioma) a los especialistas de gestión documental, sin afectar especialmente al día a día de nuestras organizaciones. En el sector público y el procedimiento administrativo se seguía manejando el concepto de documento más tradicional, y en el sector privado, especialmente en entornos multinacionales o de influencia de las normas de sistemas de gestión utilizando la traducción de record como «registro» lo que daba lugar a unas extrañas confusiones, pero no a una necesidad de redefinición de conceptos.

Al fin y al cabo, las convenciones, ampliamente aceptadas, de cómo un documento adquiría su condición (estaba firmado con firma manuscrita, tenía una fecha, estaba en un papel especial, y en algunas situaciones específicas con la validación de un tercero como un notario, registrador, etc.) se llevaban practicando tantos años que nadie las cuestionaba. Es curioso volver la vista atrás y ver cuando habíamos tenido necesidad de dejar constancia de unas nuevas condiciones o convenciones. El 19 de febrero de 1900, la Gaceta de Madrid publicaba una Real Orden firmada por Francisco Silvela, en la que se mandaba «que en todas las oficinas del Estado, provinciales y municipales se admitan cuantas instancias y documentos se presenten hechos con máquinas de escribir, en los mismos términos y con iguales efectos de los escritos o copiados a mano»

De igual manera que el concepto documento, las buenas prácticas para la gestión de los documentos en papel están bien reconocidas y aceptadas, y si en algunas organizaciones no se llevan completamente a la práctica no es por falta de conocimiento de lo que hay que hacer.

En este contexto, cuando las organizaciones inician el proceso de transformación digital que implica indefectiblemente que los documentos en papel dejen de existir, se empiezan a cuestionar los conceptos, entran los miedos y las dudas y nos vemos obligados a explicitar nuevas convenciones que permitan entender y definir qué es un «documento electrónico» y, por lo tanto, acompañando a estas nuevas convenciones se abren nuevos espacios para establecer las nuevas buenas prácticas para gestionarlos.

Esta necesidad real se materializa fundamentalmente desde la entrada en el siglo XXI en legislación de distintos niveles, así como normas o estándares técnicos que abordan distintas cuestiones relacionadas bajo diferentes puntos de vista. El resultado puede parecer, a ojos de quien lo quiere o lo tiene que aplicar, disperso y complejo y, por lo tanto, no siempre fácil de entender.

En los siguientes apartados intentaré arrojar algo de luz a esta dispersión, empezando por una visión general de los distintos tipos de normativa existentes, para después centrarme en las aplicaciones prácticas, especialmente de las normas ISO de gestión documental y en cómo nos pueden servir en la práctica en determinadas áreas de actuación.

2.  Los distintos niveles de normativa

Cuando se habla de normativa sobre gestión del documento electrónico, se puede referir a un conjunto de normas con diferentes categorías, en el que se mezclan distintos niveles de obligatoriedad de cumplimiento:

En primer lugar, está la legislación. La legislación a nadie le cabe duda de que es de obligatorio cumplimiento. Sin embargo, en muchos casos, cómo pasa con la Ley de Archivos de México, no se entra mucho detalle sobre la especificidad de los documentos electrónicos o su gestión.

Cómo caso extraño, en la legislación española existe la particularidad de resoluciones publicadas en el Boletín Oficial del Estado, aprobando las Normas Técnicas de Interoperabilidad (NTI) (1) . Sin dejar de ser normas técnicas, adquieren una condición de obligatoriedad para las administraciones públicas, lo que sucede con muy pocas normas.

En segundo lugar, tenemos las normas o estándares que son especificaciones técnicas de aplicación no obligatoria, establecidas con participación de diferentes partes interesadas y que son aprobadas por un organismo reconocido, a nivel nacional o internacional. En el caso de la gestión del documento electrónico podemos encontrar varios organismos que elaboran normas relacionadas. A nivel internacional destacan:


	
•  ISO. La Organización Internacional de Normalización, que entre su portfolio de más de 20.000 normas ha publicado normas específicas sobre gestión de documentos y otras relacionadas con distintos aspectos tecnológicos  (2) .

	
•  DLM-Forum, que a nivel europeo mantiene MoReq, Modular Requirements for Records Systems publicada en 2011 (3) , de aplicación en la industria proveedora de aplicaciones para la gestión de los documentos electrónicos



Las normas ISO de gestión documental influyen normalmente en las legislaciones, ya que son un conjunto de buenas prácticas de referencia a nivel internacional. Las normas se actualizan para mantenerse al día. Cada cinco años existe una consulta de revisión sistemática de cada norma que puede materializarse en la anulación, la revisión o la confirmación de la norma. Esta actualización es un valor añadido a la hora de buscar la orientación necesaria para implementar los modelos de gestión de documentos electrónicos.

En general, se puede afirmar que las normas ISO son buenos complementos para el cumplimiento de la legislación vigente sobre documentos electrónicos, pero sobre todo para encontrar orientación de cómo aplicarla en la práctica.

3.  Las aplicaciones prácticas

3.1.  ¿De dónde partimos?

Cuando nos enfrentamos con la necesidad de establecer nuevas convenciones y conceptos para afrontar la gestión del documento electrónico, lo normal es que se haga desde los conocimientos ya existentes que provienen de las buenas prácticas de gestión de los documentos en papel. De esta forma la transformación digital, en lo que respecta a la gestión de documentos, se comienza a construir desde dos modelos distintos que se reflejan en las normativas existentes:


	
•  el modelo del ciclo vital de los documentos y de las fases de archivo, fuertemente basado en un modelo de custodia y muy asentado en los países europeos no anglosajones y en Latinoamérica.

	
•  el modelo del «continuum» o «recordkeeping» (4)  australiano que inicia la gestión documental en la creación de los documentos y no sólo en su fase de archivo.



En el primer modelo, la gestión documental o del archivo comienza cuando el proceso de trabajo ha terminado y los documentos se «envían» al archivo. La legislación archivística mexicana, como la de gran parte de otros países, se basa en este modelo que ha funcionado bastante bien para los archivos en papel, explicitando los conceptos de archivo de trámite, archivo de concentración y archivo histórico.

En el segundo, formulado en las universidades australianas en las últimas décadas del siglo pasado, se quiso contraponer al modelo de fases, la idea de que la gestión documental es un «continúo» que comenzaba incluso antes de haber creado los documentos y sólo terminaba con su disposición final que podría ser la destrucción o la conservación permanente.

Las normativas e instrumentos que tenemos hoy en día para la gestión de los documentos electrónicos tienen sus raíces en uno de estos dos modelos:


	
•  Como ejemplo del primer modelo podemos encontrar toda la normativa asociada al modelo OAIS (Open Archival Information System), con el enfoque puesto en la preservación digital. Parte de la base de un modelo custodial en el que los productores de los documentos «envían» los documentos electrónicos u objetos digitales al archivo para que los conserven y preserven en las mejores condiciones. El archivo pone sus condiciones para la recepción de estos objetos o documentos, pero no interviene en los contextos de creación de los mismos. En esta concepción el terreno de la gestión archivística sigue estando acotado a la fase de archivo, donde se aplican los instrumentos documentales sin intervenir en exceso en el día a día de los documentos.

	
•  Como ejemplo del segundo, tenemos toda la normativa ISO redactada por el Subcomité especializado en gestión de documentos, TC 46/SC 11 Information and documentation. Archives/Records Management (5) , encabezada por su norma fundacional la ISO 15489. Gestión de documentos. Conceptos y principios (6) , y que actualmente cuenta con cerca de 20 productos vigentes entre normas e informes técnicos. El enfoque de la gestión de los documentos como un aspecto integrado en la gestión de las organizaciones y la inclusión de los denominados «procesos de gestión de documentos» en los procesos de trabajo huye del ámbito exclusivo del archivo y lo equipara a otros aspectos estratégicos de la organización.



Aunque hay quien intenta meritoriamente conciliar los dos modelos y acoplar conceptos en principio algo contrapuestos, el posicionamiento en uno u otro modelo como marco de referencia es un punto de partida muy recomendable para que la aplicación de la normativa sea efectiva y sobre todo útil.

3.2.  Las áreas de actuación

3.2.1.  El concepto mismo de documento electrónico

Las normas ISO han tenido y tienen un gran papel en el propio concepto y definición de qué es un documento electrónico. En un primer momento, porque uno de los mayores éxitos que tuvo la primera versión de la norma 15489 de 2001 fue establecer las cuatro características de un documento: integridad, autenticidad, fiabilidad y usabilidad (o disponibilidad), que desde hace muchos años vemos mencionadas como un mantra en cualquier presentación, escrito o artículo sobre gestión de documentos. Esta influencia se encuentra también en la Ley General de Archivos mexicana (7) .

Sin embargo, la concepción de documento (record) electrónico en las normas ISO es más amplia de lo que la legislación mexicana parece indicar. Las normas ISO conceptúan el documento como información, y aprovechándose de la mayor ambigüedad de la palabra «record», no hay una limitación a formatos documentales siendo aplicable también para cualquier tipo de datos que sean evidencia de una actividad. El legislador no ha ido tan lejos, y asienta la idea de que un documento electrónico es lo mismo que un documento analógico pero en otro formato.

Siguiendo esta asunción, lo que nos encontramos en la práctica, es una extendida identificación del documento electrónico con el fichero informático en el que se representa. Es un concepto simple, la idea de que un documento en papel es sustituido por un documento en formato PDF, que cuando se abre en pantalla se ve si no igual, sí muy parecido.

Pero es difícil afirmar que los ficheros informáticos, por bien organizados que estén, puedan cumplir con las cuatro características del documento que todos repetimos, así que el concepto de documento electrónico se matiza en la última edición de la norma ISO 15489: 2016. Las cuatro características las tienen nada más que los documentos fidedignos (authoritative en inglés) reconociendo implícitamente que puede haber documentos que sean evidencia de una actividad pero que no sean fidedignos. La condición de fidedigno (y sus cuatro características) sólo puede alcanzarse cuando el documento tiene asociados sus correspondientes metadatos. Independientemente de cómo se gestionen estos metadatos se asocian al documento desde la creación del mismo, aplicando lo que se ha denominado los procesos de gestión de documentos que explico en un siguiente apartado.

Esta visión del documento electrónico, totalmente asociada con su gestión, no ha tenido tiempo de ser reflejada en la legislación mexicana. Por el contrario, en la legislación española hay una definición de documento electrónico como un objeto complejo que incluye contenido, firma/s y metadatos, que se acerca un poco más a este concepto.

La conclusión más importante y definitiva de esta visión es que la gestión de los documentos electrónicos debe empezar en el momento de su creación para que realmente puedan ser documentos fidedignos.

3.2.2.  Las agrupaciones de documentos o expedientes electrónicos

El concepto de expediente electrónico como agrupación de documentos electrónicos es algo que se incluye en la legislación mexicana y también en la española. El legislador traspasa el concepto del expediente en papel, como carpeta que agrupa todos los documentos de un trámite, directamente al mundo electrónico estableciendo la existencia de expedientes electrónicos. Este no es un concepto que aparezca o se regule en las normas ISO, que son mucho más universales y que deben poder ser aplicadas también en otras culturas donde el concepto de expediente no se maneja de la misma forma. Las normas ISO se limitan a reconocer la existencia de distintas agregaciones o agrupaciones de documentos sobre las que se pueden aplicar metadatos.

El expediente electrónico, por más que lo asociemos a una carpetita amarilla que se muestra en la pantalla de nuestro ordenador, no tiene un contenido propio más que los metadatos que se le hayan asignado. Aplicando las directrices de las normas ISO esto podría ocurrir con este nivel de agregación de documentos o con cualquier otro.

En la legislación mexicana se define el concepto de expediente electrónico, pero no se profundiza mucho en cómo se gestiona o que características tiene. Al contrario, la legislación española ha dado un paso más en la definición del expediente electrónico estableciendo mecanismos de control de la integridad que aplican a la agrupación de documentos, cómo es el denominado índice electrónico.
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